
    
      
        
          	
                        [image: logo]
                        
                    
          	
            31/08/2022

          
        

      

    

  
Condicionalidad, selectividad y afectación: ¿estrategias a considerar para la recuperación económica?


Condicionalidad, selectividad y afectación: ¿estrategias a considerar para la recuperación económica?
María Amparo Grau Ruiz
Catedrática de Derecho Financiero y Tributario
Universidad Complutense de Madrid (España)
Directora de la Revista Técnica Tributaria
Revista Técnica Tributaria, Nº 129, Sección Editorial, Segundo trimestre de 2020, AEDAF

  En el actual entorno de fragilidad, patente en muchas de las estructuras que sostienen la vida económica —como secuela de la urgencia en las actuaciones para atajar la crisis sanitaria provocada por la reciente pandemia—, corresponde ahora a todos quienes, de alguna manera, cuentan con la posibilidad de apoyar la recuperación del bienestar social, trabajar en la misma dirección que antes han marcado al unísono los profesionales del mundo de la salud ante el brutal impacto causado en nuestra sociedad. Todos a una, con las herramientas de que podamos disponer, en el intento de solventar el problema inminente y buscar a la vez nuevas soluciones útiles a medio y largo plazo (1) .
Las rápidas reacciones en el campo tributario —como en el laboral y de protección social— son cruciales ante tamaña tempestad y afortunadamente no se han hecho esperar. Los entes públicos han adoptado una variedad de medidas de distinto calado, según su ámbito competencial, para tratar de hacer frente a los nefastos efectos del coronavirus. Su mayor o menor éxito se podrá juzgar en el futuro (2) . Lo que ya resulta innegable es que esta crisis ha servido de catalizador de cambios inmediatos, y en esta tesitura hace falta redirigir algunas de las primeras respuestas y acomodar otras adicionales para afrontar, en el mejor modo posible, la siguiente etapa en esta improvisada carrera por salir adelante.
La política económica depende, en gran medida, de la política fiscal y, en ésta, importa el qué y cómo se ponga en marcha. El panorama presente está, en general, caracterizado por la pérdida de poder adquisitivo, el aumento de las bolsas de pobreza y la aversión al riesgo. En esta situación límite, parece haberse incrementado el nivel de exposición de las instituciones públicas a la crítica sobre la correcta utilización del gasto público y su financiación.
La presión sobre las arcas públicas es creciente, para atender las demandas de socorro que formulan personas y empresas en posición de vulnerabilidad. En consecuencia, las Administraciones tributarias, sienten la necesidad de forzar la movilización sus recursos internos. Y aquí surge el problema: ¿Movilizar se reduce a aumentar la recaudación tributaria? Esto puede hacerse de diferentes formas: ¿expandir la base fiscal?, ¿subir los tipos?, ¿recortar beneficios fiscales?, ¿condicionarlos y controlarlos?
En esta coyuntura, una subida de impuestos puede llegar a ser contraproducente. La desconfianza y el «por si acaso» pueden ahuyentar a quienes están en posición de contribuir por su capacidad económica o crear valor en nuestro territorio. Nadie ha dudado de la necesidad de inyectar liquidez en la primera fase de lucha contra esta crisis, o de la conveniencia de aplazamientos, moratorias legales y sectoriales, o de la procedencia de los avales del ICO. Toca ahora generar confianza en los mercados y que la inversión de los fondos públicos sea productiva, de manera que las empresas puedan crear riqueza para favorecer la recuperación económica, atendiendo al clamor popular; posibilitar que con el ahorro precautorio en algunos casos pronto se vuelva a invertir y consumir, para estar en condiciones de poder nutrir regularmente al Fisco combatiendo el déficit en las cuentas públicas.
En este contexto, cobra especial interés la condicionalidad, puesta de manifiesto ya sea en las ayudas directas o en las indirectas (a través de beneficios fiscales), en tanto permite claramente fomentar la buena gobernanza extra-financiera con el propósito de generar determinados impactos positivos a los que es —más que nunca— especialmente sensible la sociedad española. Más allá de las subvenciones, el crédito o la deuda, ¿por qué no apostar por más apoyo público (directo o indirecto) a las empresas, condicionado a conductas socialmente responsables? Es más, es posible no renunciar al avance hacia los Objetivos de Desarrollo Sostenible, adaptando la senda de su concreto cumplimiento por parte de nuestro Estado, en función de las necesidades más acuciantes derivadas de la pandemia.
Al revisar las líneas de acción propuestas por algunas organizaciones internacionales y diferentes países; en el fondo, late esta tendencia común —perfectamente comprensible— a aumentar la dosis de condicionalidad en las ayudas, acompañada de la selectividad al desnudo, sin reparos de algunos Estados a la hora de otorgar la ayuda deseada cuando se está en disposición de hacerlo, y que hace mirar a muchos con nuevos ojos a ciertas figuras tributarias, que podrían gravar a quienes han salido beneficiados económicamente por/tras la crisis, postulando la afectación de la potencial recaudación, incluso debatiéndose ya a qué nivel territorial se asignarían pues a veces hasta se incluyen en distintas cestas de tributos (3)  (4) .
La condicionalidad salta así al primer plano en muchas de las estrategias que se proponen para garantizar el correcto uso de los limitados recursos disponibles en estas circunstancias tan extremadamente delicadas. Además, esta forma excepcional de proceder suele admitirse con carácter temporal. En principio, el régimen comunitario de ayudas de Estado se habría flexibilizado hasta que se produjera la recuperación económica. El problema entonces se traslada de sede al término (5) . Mientras tanto, la Comisión Europea consciente de los riesgos que entrañan determinados comportamientos para el mercado único, propone instrumentos para mejorar la solvencia económica de los más débiles (6) .
Se ha de tratar de aprovechar bien este momento en el que cabe la diferenciación financiera y fiscal a escala estatal para enderezar nuestra economía mediante la articulación de una red de apoyos inteligentes (en su caso, vía incentivos). Dado que no va a faltar la financiación condicionada a una transformación justa, digital y verde, apóyese fiscalmente el desempeño sostenible de las PYMES; ábranse vías sencillas para regularizar, de manera inclusiva, la situación de quienes viven dependiendo de un empleo informal en la economía sumergida; impúlsese la próxima incorporación de unos 300.000 jóvenes al mercado laboral o complétese su formación en las habilidades necesarias para la transición justa, de forma que podamos evitar otra generación perdida tras la triste experiencia con la anterior crisis financiera; poténciense los servicios ecosistémicos que la Naturaleza aporta gratis, pero que muchos mantienen en lastimosas condiciones precarias en el ámbito rural; cuídense la I+D+IT y la eficiencia energética, etc. La clave para encaminar acertadamente la elección de medidas hacia el bien común parece residir en la búsqueda de un enfoque transversal, que promueva el efecto multiplicador, con el ajuste de los debidos límites.
La creatividad fruto de la colaboración público-privada es imprescindible para marcar la orientación de las reformas. No hay que perder la esperanza en el entendimiento de todos los actores implicados, si bien estos deben evitar, al fijar las condiciones, la aparición una maraña de compatibilidades o no (como en el caso de la renta mínima). En ningún caso deberían exigirse condiciones que pudieran impedir la supervivencia de las PYMES, procurando apoyar siempre la continuidad empresarial. Convendría idear un sistema de condicionalidad dinámico (7) . Cualquier ventaja fiscal habría de vincularse a condiciones realistas, fáciles de aplicar gradualmente en diferentes estadios, según la posible comprobación (con información suficientemente detallada disponible) del desempeño eficaz.
En la actualidad, en el marco de la ONU, se han contabilizado 5.400 zonas económicas especiales en 147 economías. La mayoría ofrece incentivos fiscales, junto con otras ventajas. Están surgiendo algunas centradas en nuevas industrias como la alta tecnología, más allá de las tradicionales. También hay margen para construir nuevas zonas y atraer inversión en actividades relevantes desde el punto de vista de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Por ejemplo, expresamente se reconoce que los incentivos fiscales se pueden condicionar no sólo al empleo, la inversión o la exportación, sino también a indicadores sociales y medioambientales (8) .
Conviene tener presente, en cualquier caso, la clara postura de la Comisión Europea recientemente publicada:
«Unos sistemas tributarios equitativos y favorables al crecimiento podrían ayudar a respaldar la recuperación económica contribuyendo a un crecimiento inclusivo y sostenible. Unos sistemas tributarios justos y propicios al crecimiento pueden potenciar la inversión privada y mejorar el entorno empresarial, fomentar el empleo, reducir las desigualdades y contribuir a una economía resiliente desde el punto de vista medioambiental. Por otra parte, una simplificación del sistema tributario puede contribuir a limitar las distorsiones económicas y reducir las cargas administrativas para las empresas. Dado que un sistema tributario eficiente y equitativo es particularmente importante para respaldar una recuperación económica eficaz a medio plazo, a algunos Estados miembros se les recomienda que reformen sus sistemas tributarios, particularmente pasando de una fiscalidad del trabajo a una fiscalidad medioambiental.
La lucha contra la planificación fiscal agresiva sigue siendo una clara prioridad, particularmente a fin de permitir a los Estados miembros disponer de un volumen justo de ingresos tributarios para realizar su apoyo presupuestario. La transposición de la legislación de la UE y de las iniciativas acordadas a nivel internacional ayudará a reducir las prácticas de planificación fiscal agresiva. Sin embargo, algunas características de los sistemas fiscales de algunos Estados miembros (a saber, Chipre, Hungría, Irlanda, Luxemburgo, Malta y los Países Bajos) son utilizadas por las empresas que practican una planificación fiscal agresiva. A la luz de esas consideraciones, se recomienda a estos Estados miembros frenar la planificación fiscal agresiva» (9) .
En definitiva, se nos muestran desde instancias europeas las señas de un camino de auto-fijación de objetivos por país, de cara a afrontar las reformas pertinentes para la recuperación. Hace falta una visión de la economía que se desea para el futuro, aplicar una condicionalidad refinada, en un calendario preciso y con sistemas de seguimiento. Confiemos en que nuestros representantes encuentren proyectos comunes de corte transversal, que se preocupen de cuestiones con impacto multisectorial como la sanidad o la educación, y que pueda mejorarse la cohesión social con las herramientas fiscales.
Para optimizar el diseño de planes coordinados de recuperación, previamente cada uno tendrá que auto-evaluar su capacidad de aportar y en qué condiciones, evitando el tremendo coste de la indefinición a través del diálogo central, autonómico y local con el sector privado, y formulando propuestas fiscales coherentes para renovar el pacto social.
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